
Estado en especiales circunstancias que puedan poner o pongan en peli-
gro el sagrado derecho de defensa.

Por último dichas organizaciones permitirán muy pronto, sin afec-
tar necesariamente la condición fiscal del Estado, alcanzar para la agre-
miación de abogados un régimen de protección social que les permita
vivir independientemente de toda consideración burocrática y que les ga-
rantice una vejez digna y decorosa con la sola ayuda de sus propios or-
ganismos gremiales.

CONCLUSIONES

Primera - El III Congreso Académico Nacional de Jurisprudencia
declara que el Régimen para los estudios de Derecho establecido por me-
dio de los Decretos Extraordinarios números 970.de 1970 y 1391 del mis-
mo año corresponde a las actuales necesidades del desarrollo colombia-
no y constituye un razonable mínimo académico que permitirá a las fu-
turas generaciones de abogados aplicar sus conocimientos, su experien-
cia y sus virtudes profesionales al servicio de la sociedad colombiana y
al patrocinio del deber de justicia propio de su misión.

Segunda - El estatuto orgánico de la abogacía regulado por el De-
creto Extraordinario NQ196 de 1971 constituye un evidente acierto en
cuanto reglamenta de modo sistemático los deberes de los abogados, se-
ñala incompatibilidades, establece la vigilancia oficial de su ejercicio, de-
termina las diversas faltas contrarias a la disciplina del cuerpo y fija
las sanciones correspondientes por medio de un adecuado procedimiento.

Tercera - A pesar del progreso que el nuevo régimen comporta, el
III Congreso Académico Nacional de Jurisprudencia expresa su aspira-
ción de que en una nueva reforma se tenga en cuenta el deseo de un in-
menso grupo del cuerpo de abogados para que se le dote de plena auto-
nomía, que debe ejercerse a través de Colegios que realicen la vigilan-
cia de sus afiliados, impongan su propia justicia disciplinaria, establez-
can sus medios de protección social y por el respeto a su independencia
se impida cualquiera intervención oficial o particular que afecte la.rea-
lización del derecho de defensa, cualesquiera que sean las condiciones
políticas del país.
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LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1968

Javier Henao Hidrón

Como candidato presidencial de la coalisión política de los partidos
liberal y conservador, conocida con el nombre de Frente Nacional e ins-
titucionalizada por el Plebiscito de 1957, el doctor Carlos Lleras Restre-
po expuso a la Nación los aspectos fundamentales de una nueva enmien-
da a la Constitución vigente (la de 1886), inspirada en la necesidad de
modernizar el Estado, efectuar una distribución de funciones entre las
ramas Ejecutiva y Legislativa del poder público, tecnificar el funciona-
miento del Congreso y reducir el número de sus integrantes, así como
actualizar el régimen administrativo de los Departamentos y los Muni-
cipios.

. .Una vez elegido Presidente de la República para el período 1966-70,
presentó al estudio y decisión del Congreso (agosto 23 de 1966), por in-
termedio del Ministro de Gobierno, Misaei Pastrana Borrero y con ba-
se en las recomendaciones de un Comité Operativo conformado por los
doctores Francisco de Paula Pérez, Germá.l'lZea Hernández, Alvaro Leal
Morales, Enrique Pardo Parra, Carlos Augusto Noríega, Hernán Toro
Agudelo, Jacobo Pérez Escobar, Luis Carlos Sáchica, Jaime Vidal Per-
domo y Bernardo Zuleta Torres, el primero de los tres proyectos de re-
forma constitucional, cuyos aspectos principales son:

a). Dirección del gasto público por el ejecutivo, para hacer efectivo
"el principio esencial de que 110 puede decretarse ningún gasto que no
tenga respaldo en un recurso para satisfacerlo" y convertir el Presu-
puesto "en el eje central de la política de cada gobierno".
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b). Derogación del Acto Legisiativo N9 1 de 1960, sobre reuniones
especiales del Congreso mientras dure el estado de sitio, y, en su reem-
plazo, obligación de reunirse, por derecho propio, durante el período de
sesiones ordinarias, vencido el cual continuaría laborando una Comisión
Interparlamentaria Especial de diez senadores y diez representantes, pa-
ra efectos de decidir que cualquiera de los decretos que dicte el Gobier-
no en ejercicio de las facultades extraordinarias del estado de sitio, pa-
se a la Corte Suprema de Justicia a fin de resolver definitivamente acer-
ca de su constitucionalidad.

c). Iniciativa privativa del Gobierno sobre "leyes cuadros", en pro-
cura de "un equilibrio que la teoría y la práctica aconsejan entre las fa-
cultades del Legislador y del Gobierno. .. en materias administrativas,
fiscales y económicas, dentro de las cuales pueda el Ejecutivo tomar las
medidas necesarias para organizar en detalle la estructura de la Admi-
nistración Nacional (Ministerios, Departamentos Administrativos y Es-
tablecimientos Públicos), de las sociedades de economía mixta y de las
empresas industriales o comerciales del Estado, y regular lo referente al
crédito público, la deuda nacional, el cambio internacional, el comercio
exterior, los aranceles y el régimen de aduanas" .(Exposición de moti-
vos); en asuntos presupuestales; y en los proyectos de ley sobre planes
Y programas de desarrollo económico y social y los de las obras públicas
que hayan de emprenderse o continuarse. El primer debate a estos úl-
timos sería dado por una "Comisión Permanente compuesta de diez
miembros de cada Cámara", la cual, además, vigilaría su ejecución
y la evolución de los gastos públicos.

d). Intervención del Estado, por mandato de la ley, inclusive cuan-
do el Gobierno esté revestido de facultades extraordinarias,· suprimién-
dose la restricdón consignada en el arto 32, inc.· 29. .

e). Norma tendiente a hacer desaparecer la anti-técnica costumbre
parlamentaria conocida comúnmente con el nombre de "micos", según
el siguiente texto: "Todo proyecto de ley debe referirse a una misma
materia, y serán inadmisibles las modificaciones que no se relacionan
con ella. Los presidentes de la respectiva Cámara o Comisión rechaza-
rán las iniciativas que no se acuerden con este precepto .: Dos o más pro-
yectos no pueden discutirse ni votarse conjunta o simultáneamente".

f). Período de cuatro años para el Contralor General de la Repúbli-
ca, cuya elección hará la Cámara de Representantes de terna presenta-
da por el Consejo de Estado.
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1 de la Nación por el Presi-Y nombramiento del procurador G.enera f rme al arto 142 de la
dente de la República, po~ ser el dGt~~~~~~~~n pOúblico.
Constitucíón, el supremo director e .

, . ra ue el Presidente ejerza su derecho ~e
g) Plazos mas amplios pa q b d el Congreso así: de seis. t de ley apro a o por ,

objetar cualquier proyec o , d 20 tículos: de diez días, cuando con-
d te de mas e . ar 1 - , , d

días, cuan o no cons d . te cuando los artículos sean mas ed 21 a 50' y hasta e vem ,tenga e ,

50; y . oner en vigencia, mediante decre-
h). Atribución al GobIerno. ~araldp los proyectos en que hubiere in-

dI el texto origma e . Ií 1to con fuerza e ey, d d .., el Congreso al fina Izar ed dientes e eClSIOnen
sistido y que aren pen. dinarias o extraordinarias, siempre que
respectivo período de sesiones or 1

1
. , o "leyes cuadros" y bajo la

t . ímpositiva p aneacion dí
versen sobre materia I 'd mendados por él noventa lasdi ., de haber sido presenta os o recocon ICIOn di t r odo
antes de la clausura del correspon ien e peri . .

. t do ante el Senado el 20 de septiembreEl segundo proyecto, pre~en .a .
de 1966, hace relación a los siguientes temas.

. .,. es de población para elegir Senadores de
a). Elevación de l~ .bas mil habitantes, sobre un mínimo de dos

ciento noventa mil a quinientos 1 . R presentantes de noventa mil a
D· t ento y para e egir e .

por cada epar am , , . ti ipación de las Intendencias y'1 h bitantes asi como par le! . '1
trescientos mi a "d Representante por cada CIen mi., 1 Cámara a razon e un '1
Comisarías en a d f . , no menor de cincuenta mr .habitantes y uno más por to a raCCIOn

- . de dos para los representantesb) Período de cuatro anos, en vez , d
a la Cámara, con el fin de unificarlo con el de los sena ores.

. d los dos tercios de los votos en las cor-
c). Reemplazo del SIstema el> ti s leyes o actos adminis-'b1' a aprobar as respec iva

por~ciones pU. I~as par 9 or el de la mayoría de votos, salvo los ea-
trativos (Plebiscito, arto 3 ), p,.. 'a especial' y

la misma Constitucion eXIJa una mayorra r ,sos en que

. t 1 toral para cuando se voted). Institucionalización del
l

CU?,Clenoep:X:; o en una corporación pú-
d más individuos en e eCCIOnppor os o

blica. . f adicionado con una serie de normas que
El proyecto precitado ~de te" del Frente Nacional, y operaríanb 1 lificativo de esmon M ..

reci ie:on e ea De artamentales y los Concejos umci-
así: primero en las AsambleaCs, p. finalmente en los cargos de la

d Ss en Senado y amara, y, , dmí
pales; espues e 1 de Ia ei cutiva distintos de la carrera a 1-rama jurisdiccional y en os e a eJe
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nistrativa, Era la sustitución de la conclusión automática e integral de
la paridad política en 1974, como 10 ordenaba el Plebiscito, por la gra-
dual terminación de la misma, a fin de impedir un posible retorno a la
hegemonía de partido, -

El tercero, sobre régimen departamental y municipal, presentóse an-
te la Cámara el 3 de octubre de 1967, Contiene:

a), Aumento de las bases de población y renta (a 500.000 habitan-
tes y 50 millones de pesos anuales) para que la ley decrete la formación
de un Departamento, previa solicitud por las tres cuartas partes de los
Concejos de la comarca (y no de los concejales, como se exigía) ,

b), Determinación por la ley, a iniciativa del Gobierno, de los serví-
ciospúblícos a cargo de la Nación, los Departamentos y los Municipios,
teniendo en cuenta la naturaleza, importancia y costo de los mismos,

e), Los Departamentos y Municipios podrán, a iniciativa del respec-
tivo Gobernador o Alcalde, y para la mejor prestación de los servicios
a su cargo, crear establecimientos públicos, sociedades de economía mix-
ta y empresas industriales o comerciales, sujetos a las normas que de-
termine la ley,

, d). Extensión de la planeación al ámbito departamental y "tutela
administrativa" de los Departamentos sobre los Municipios para plani-
ficar y coordinar el desarrollo regional y local y la prestación de los ser-
vicios públicos, en los términos que las leyes señalen,

e), Período de cuatro años, en lugar de dos, para los diputados a las
Asambleas Departamentales, las cuales estarán integradas por no menos
de seis ni más de veinte miembros, según lo disponga la ley, atendida la
población respectiva,

f}. Instituciones nuevas, así: la "asociación obligatoria" de los Mu-
nicipios, cuando lo ordene el legislador para la más eficiente prestación
de los servicios públicos; la constitución de "áreas metropolitanas" en la
forma que disponga el legislador; y "Juntas administradoras locales" pa-
ra determinados sectores del territorio municipal, cuya creación corres-
ponde al Concejo dentro de los límites que señale la ley; y

g). Iniciativa del gasto público para 10,5 Gobernadores y Alcaldes,

Las reformas no encontraron ambiente en los grupos parlamenta-
rios de oposición (Lauro-alzatistas, movimiento revolucionario liberal
y alianza nacional popular), los que, prevalidos de que la mayoría fren-
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tenaciona1ista (liberales ofícialistas y conservadores u~i?ni~t~s~ reque~
ría los dos tercios de los votos para obtener su aprobaclOn: lmclal,~e~t
las hicieron fracasar, Pero luégo. la integración del liberahs~o, OflCl:h~~
ta y el movimiento revolucionarIo popular (M, R: L, ), debititó la p
sición y abrió a las enmiendas promisorias perspectlvas (agosto de 1967),

N b t nte U
n nuevo e inesperado tropiezo del segundo proyecto

o o s a , 'bl' di T'
1 lenari a del Senado indujo al Presidente de la Repu ica a rmi II

en a p , ' 1 ' li b
d g por considerar que las reformas constltUClOna es imp ica ane su car o, , , b "
un compromiso de la coalisión política con la Nación y su no apro ,aclOn
entrañaría violación de compromisos solemnes y un veto a su propio go-

bierno,

Al ceptar el Senado la renuncia presidencial e insistir los direc-
no a , tid 1, lit' ante los parlamenta"ios de sus respectlvos par 1 os en atonos po lCOS -" ,

necesidad de ser consecuentes con los compromisos adquiridos, se con-
vino entonces, para la segunda vuelta, unificar los tres proye?tos y, pa-
ra tal efecto, se integró una comisión bipartidista, cuyo trabajo fue pre-
sentado ante la Comisión Primera del Senado,

Tras su aprobación en las dos legislaturas ~onstitucionales: el Acto
Legislativo NQ 1de 1968, que consta de 74 artículos, fue sancIOnado el

12 de diciembre,
Dividiremos así el estudio de su contenido:

1_PLANEACION y GASTO PUBLICO,

La planeación, que desde 1945 apareció en la Carta para el fomento
de la economía nacional y de las obras públicas y cuyo~ planes, ~ progra-

día establecer al Congreso -el cual debla también decre··
mas correspon . idenci 1
tar las últimas-, ciertamente no había tenido ~ayor, mci encía en a
aceleración del desarrollo, por carencia de estudios bien est~u~turados
que permitiesen su ejecución dentro de altos índices de efectividad.

Por 10 demás, y con escasas restricciones, la iniciativa ~n las ~ver ..
siones fiscales continuaba a disposición de los parlamentarIos, qUle~es,
acudiendo a concesiones recíprocas Y para halagar a sus elector,e,s, solían
aprobar auxilios que desarticulaban el Presupuesto de la Nación .

Por eso la reforma pretende que planeación y gasto público, cuy~ ~n-
terrelación es notoria, se conviertan en los pilares de una sa~a poljtica
estatal en el vasto campo económico y social, y en el no menos Importan-
te de las obras públicas,
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En io sucesivo, sólo a iniciativa del Gobierno podrán dictarse .Ías
leyes que fijen los planes y programas de desarrollo económico y social
a que debe someterse la economía nacional, y los de las obras públicas
que hayan de emprenderse o continuarse, con la determinación de los
recursos o inversiones que se autoricen para su ejecución, y de las me-
didas necesarias para impulsar el cumplimiento de los mismos (art, 76,
ord. 49). Y para su tramitación en primer debate (y la vigilancia de su
ejecución y la evolución del gasto público), se crea una Comisión Espe-
cial Permanente formada por un senador y un representante de cada
Departamento y dos representantes más de las Intendencias y Comisa-
rías, la cual podrá también sesionar durante el receso del Congreso, por
iniciativa propia o convocatoria del Gobierno (art, 80) . .

El Presidente de la República deberá entonces, previa su elabora-
ción por organismos especializados, cumplir oportunamente con la' pre-
sentación de tales proyectos, obligación acerca de la cual hace especial
énfasis el constituyente (art. 118, ord. 39). Los mismos deberáncontem_
plar el desarrollo armónico de las diferentes regiones del país.

Sin embargo, los auxilios regionales decretados por el Congreso no
quedan completamente abolidos, pues subsiste el ordinal 20 del arto 76,
cuyo texto es el siguiente: "Fomentar las empresas útiles o' benéficas
dignas de estímulo y apoyo, Con estricta sujeción a los planes y progra-
mas correspondientes"; como estos son distintos a los planes y progra-
mas del arto 76, ord. 49 y en ellos tiene iniciativa el legislador, la planea-
ción nacional puede verse afectada en proporción a la habilidad de los
parlamentarios.

Con la excepción anotada, y la proveniente de las facultades al Con-
greso para elaborar su presupuesto de funcionamiento (art, 208, pará-
grafo) y determinar el régimen' de prestaciones y seguridad social de
sus miembros (art. 113), la iniciativa en las inversiones quedó adscrita
al Ejecutivo, tal como se deduce de lbs artículos 79 y 211. De acuerdo
al primero, sólo podrán ser dictadas o reformadas a iniciativa del Go-
bierno las leyes que decreten inversiones públicas o privadas, ordenen
participaciones en las rentas nacionales o transferencias de las mismas,
creen servicios a cargo de la Nación o los traspasen a ésta, autoricen
aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales o comercia-
les, y las que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas
nacíonales (excepto las exenciones personai'es del impuesto sobre la ren-
ta y complementarios). Al tenor del segundo: "El Congreso no podrá
aumentar ninguna de las partidas del presupuesto de gastos, propuestas
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por el Gobierno, ni incluír un nuevo gasto, sea por reducción o elimina-
ción de partidas o por aumento en el cálculo de las rentas u otros recur-

'1 íníst dI "sos, sino con la aprobación escrita o.e mmis ro 'e ramo .

La concordancia entre planeación y presupuesto la hace la Consti-
tución cuando prescribe que la ley de apropiaciones refleje los planes y
programas (art. 208, inc. 19) .

Es de suyo importante la ampliación de la p1aneación al desarrollo
económico y social y de las obras públicas de los Departamentos y Mu-
nicipios, pero mientras los planes y programas deben ser fijados, para
los primeros, por las Asambleas, a iniciativa del Gobernador, para los
segundos se requiere aún la reglamentación legislativa (Arts. 187, ord.
~ y 189).

Para la necesaria coordinación de la planeación en sus tres niveles
-nacional, departamental y municipal-, el legislador expedirá las nor-
mas pertinentes, de cuya técnica elaboración dependerá en buena pro-
porción el éxito de la misma.

Igualmente deberá la ley, a iniciativa del Gobierno, de~e:minar dos
asuntos de capital importancia: la distribución de los serVICIOSa cargo
de la Nación y de las entidades territoriales (Departamentos, Int~nden-
cias, Comisarías, Municipios), "teniendo en cuenta la natu~aleza, Impo:--
tanci~ y costos de los mismos", y el porcentaje que de los ingresos ordí-
narios de la Nación deba ser distribuído entre los Departamentos, Inten-
dencias y Comisarías y el Distrito Especial de Bogotá, para la atención
de sus servicios y los de los respectivos Municipios, conforme a los pla-
nes y programas que se establezcan, siendo entendido que el 30':0 de
esa asignación se distribuirá por partes iguales y el resto proporcional-
mente a la población de los beneficiados (art, 182, incs. 2Q y 39). Se pre-
tende con lo primero terminar con el caos en la distribución de los ser-
vicios públicos, y con lo segundo, dar a la descentralización administra-
tiva su indispensable fortalecimiento fiscal DE:ahí el nombre de "situa-
do fiscal" con que suele denominársele.

II - REDISTRIBUCION DE COMPETENCIAS ENTRE EJECUTIVO
Y PARLAMENTO.

Aspecto básico de la reforma, confirió al Ejecutivo instrumentos po-
derosos de intervención y decisión, si bien, correlativamente, se aumen-
taron los controles sobre el mismo, provenientes tanto del Parlamento
como de la Corte Suprema de Justicia.
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El Congreso, por su parte, perdió fuerza como rama legislativa pe-
ro aumentó su capacidad de fiscalización política sobre el Gobierno. Las
funciones atribuídas a la Comisión Especial Permanente (o "Comisión
del plan"); el juzgamiento por el Senado, previa acusación de la Cáma-
ra, de altos funcionarios del Estado, por hechos u omisiones ocurridos
en el desempeño de sus cargos y aun cuando hubieren cesado en el de-
sempeño de los mismos; la citación a los Ministros, Viceministros, Jefes
de Departamentos Administrativos y gerentes o directores de las enti-
dades descentralizadas del orden nacional, para que informen sobre los
actos de la administración, los primeros ante las Cámaras Legislativas
o sus Comisiones, y los demás ante éstas; las sesiones especiales duran-
te el estado de sitio motivado por guerra exterior; y la facultad que el
Congreso tiene en todo tiempo y a iniciativa propia, de derogar, modifi-
car o adicionar las materias específicas de los decretos con fuerza de ley
dictados por el"Gobierno durante el estado de emergencia económica y
social, son prueba de nuestro aserto.

El Ejecutivo fortaleció sus poderes con instituciones jurídicas nue-
vas, tales como el estado de emergencia económica (art. 122), las leyes
cuadros (art. 76, ordinales 9Q y 22) y la intervención necesaria, como
atribución constitucional propia, en el Banco de Emisión y en las activi-
dades de personas naturales o jurídicas que tengan por objeto el mane-
jo o aprovechamiento y la inversión de los fondos provenientes del aho-
rro privado (art. 120, ordinal 14), además. lógicamente, de la iniciativa
exclusiva para la expedición o reforma de leyes de contenido presupues-
tal, económico, financiero y de estructura de la administración nacional.
De otro lado, los directores o gerentes de los Establecimientos Públicos
nacionales se convirtieron en agentes del Presidente, de su libre nombra-
miento y remoción (art. 120, ord. 1Q), así como los representantes de la
Nación en las juntas directivas de las entidades descentralizadas (art.
120, ord. 5Q) •

1. EZ estado de emergencia - Tanto esta institución como el nuevo
alcance dado al artículo 32, sobre intervención del Estado, por mandato
de la ley, en el proceso económico y en el pleno empleo de los recursos
humanos y naturales, son debidos al valioso aporte intelectual del sena-
dor Alfonso López Michelsen, quien, siendo jefe del M. R. L., redactó y
propuso al congreso un proyecto de reforma constitucional que fue estu-
diado conjuntamente con las iniciativas del Gobierno. Pero tiene ante-
cedentes en el proyecto de reforma constitucional de 1953, del Presiden-
te Laureano Gómez ,

-278-

El uso y abuso que desde 1949 venía haciendo el Gobierno de las
facultades constitucionales sobre estado de sitio, para los casos de con-
moción interna o guerra exterior, hizo necesario deslindar el "orden pú-
blico económico" del ya tradicional "orden público político". En efecto,
los decretos del artículo 121 habían servido no sólo para procurar el res-
tablecimiento de la paz pública sino, en muchas ocasiones, para susti-
tuír mediante ellos al legislador en materias laborales, económicas, ad-
ministrativas, etc.

Cuando sobrevengan, pues, hechos distintos de los previstos en el
121, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inmi.nente ;1
orden económico o social del país o que constituyan grave calamidad pu-
blica, podrá el Presidente, previa consulta al Consejo de Estado y me-
diante decreto con la firma de todos los Ministros, declarar el estado de
emere:encia por períodos que sumados no excedan de noventa días al
año Y, en virtud del mismo, dictar decretos con fuerza de ley destinados
exclu~ivamente a conjurar la crisis y a impedir la continuación de sus
efectos.

La nueva disposición, aun cuando otorga al Gobierno una atribu-
ción necesaria, evitando que acuda al Congreso para obtener "facultades
extraordinarias" o, ante el retardo en la concesión de éstas, que incluya
los decretos económicos en los del estado de sitio político, con evidente
extralimitación de funciones, es, no obstante, poco técnica en su redac-
ción y de alcances no suficientemente precisos. No creemos justificable,
por ejemplo, que ante hechos que amenazan perturbar en forma grave
el orden económico o social, los decretos que se dicten tengan efectos
iguales a los de la ley. De otra parte, el Congreso debería estar faculta-
do para ampliar el perentorio término anual de noventa días cuando,
previa solicitud del Gobierno, a su juicio subsistan las causas que han
motivado la crisis.

2. Leyes cuad7'os --La nueva modalidad de las leyes apel1ida~a~ por
la legislación francesa "cuadros", implica asimismo un fortalecIm:e~to
del ejecutivo, pues, a diferencia de las leyes ordinarias, ya no se limita
a cumplirlas y hacerlas cumplir y, para este efecto, a ejercer el derec,h.a
de reglamentarIas (art. 120, ords. 2" y 3Q), sino que, dentro de la pol'iti-
ea trazada por el Congreso, dispone de capacidad decisoria para desarro-
lladas mediante decreto, de conformidad con las necesidades del mo-

mento.

En consecuencia, ahora el Congreso determinará la estructura de la
administración nacional mediante la creación de Ministerios, Departa-
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;entos Administrativos y Establecimientos Públicos y fijará 1 1a:í :::unera:i~n correspondientes a las distintas ca;egorías dea:;.~~:o:s
t ' 1 o ei regrmen de sus prestaciones sociales (art. 76 ord 9Q) di'
ara as normas generales a las cuales deba suietarse el .. ,y e-

efetos de organizar el crédito público, recono~er la deu~~b~:~o para
a.rreglar su servicio, regular el cambio internacional y el . onal y
rior dif 1 comercio exte

, y mo icar os aranceles tarifas y demás dIS· .. -ti' . ' pOSICIOnesconcernie
es a regimen de aduanas (art. 76 ord 22) E ., . n-t 1 G bi ' . . n armonla con dichos t
os, e o ierno podrá crear suprimir y fu . 1 1 ex-d ,SlOnar os emp eos a d

man e el servicio de los Ministerios, Departamentos Admí _~e e-
los subalternos del Ministerio Público y . - 1 funci ínístratívos y1 1 . sena ar sus unciones esp .
lítí: o rrusmo que fijar sus dotaciones y emolumentos; e impulsar 1ecia-
~tIca o marco se~alado por el Parlamento en las materias ~conómi:~o-

fiscales que se dejan enunciadas (art. 120, ords. 21 y 22) . y

III - AUMENTO DEL CONTROL JURISDICCIONAL DE LA CORTE
SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LOS DECRETOS

DEL GOBIERNO.

La creación de la Sala Constitucional ara ue .
~i.liza~osenbdereohopúblicoelaboren los ~:oyeo;;'"d:::;:'~:~~s d':~=;
.eman asdso. r~ mexequibilidad; el señalamiento de términos perent

nos para ecidir sobre las mi 1 o-so fici d 1 d as mismas; y e conocimiento obligatorio inclu-
o ICIOSO,e o~ ecretos dictados por el Gobierno en desarroll; de 1

facultades conferidas por los artículos 121 y 122 d 1 C . . , as
l
ea onstitucíón para

reso ver acerca de su armonía con 1 d ' ,t d . . as normas e esta, han fortalecido
pre en en tecnificar los poderes de la Corte S d J .. y1 . , 1 uprema e usticia en re
t:~~~n con e control de los actos más trascendentales de la rama ejecu-

La obligación gubernamental de remitir a la Corte al dí . . t
de su di ., 1 d ' la siguien e

lexpe lCIOn, os ecre~os dictados durante el estado de sitio olíti-
co o el estado de emergencia económica (arts 121 122) p .. r;~i~~!:~~~~o:~~~:~:r;to ofiCios~ de los m,is~~s, t~asfier~ C:~~~:;l:~:
presentada por un Ci~~ndque an es "" podía ejercer sino por demanda

, a ano, o en VIrtud de acusación del P 1
cuando este consideraba que el decreto era inconstitucion~l. ar amento,

~n t~l forma se. ha hecho más estricto el control jurisdiccional sobre
e! E~ecuhvo, a medida que sus atribuciones tipifican el Estad . t
cionista , - o In erven-
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Dudamos, sin embargo, de la conveniencia del control automático de
los prementados decretos por la Corte. Esta tutela le otorga un poder
que puede llegar a ser excesivo y recarga innecesariamente su trabajo;
resta al Gobierno agilidad, iniciativa Y capacidad de acción, pudiendo ser
fuente de conflictos; y demuestra la profunda desconfianza respecto al
buen comportamiento del Gobierno (Presidente Y Ministros) ante emer-

gencias políticas o económicas.

IV - DE LOS CUERPOS COLEGIADOS.

Las Corporaciones públicas -Congreso, Asambleas Departamenta-
les y Concejos Municipales-, causa de abstencionismo electoral en ra-
zón de su desprestigio proveniente del ausentismo de sus miembros, la
índole estrictamente política de todas ellas (no obstante ser las dos últi-
mas de carácter administrativo), la poca o ninguna técnica en su funcio-
namiento y la crisis de la representatividad, no fueron objeto de modifi-
caciones sustanciales que permitieran su adecuación a las urgencias del
progreso, por lo cual seguramente continuarán siendo una prolongación
más de nuestro endémico subdesarrollo.

La reforma de los cuerpos colegiados giró en torno de estas dos te-
sis: trasferencia al Ejecutivo de la iniciativa en ciertos proyectos legis-
lativos, ordenanzales y de acuerdo (los de contenido presupuestal, econó-
mico y financiero), y la disminución numérica de sus componentes.

En lo nacional, como se dejó expresado, el Congreso perdió iniciati-
va legislativa pero mejoró sus posibilidades de control sobre el Gobierno.

El debate relacionado con la disminución del número de parlamen-
tarios, resultó quizás el más intenso Y controvertido. Al final las aspira-
ciones del Gobierno se vieron frustradas en asunto tan relevante, pues
tan sólo se logró la congelación hasta 1974 y de allí en adelante un ínfi-
mo aumento en las bases de población que han de tenerse en cuenta pa-
ra elegir senadores y representantes. En efecto, garantizado el derecho
a dos senadores y dos representantes por cada departamento, éstos ele-
girán un senador más por cada doscientos mil o fracción mayor de cien
mil habitantes "que tengan en exceso sobre los primeros doscientos mil",
y un representante más por cada cien mil r fracción mayor de cincuenta
mil habitantes "que tengan en exceso sobre los primeros cien mil" (arts.

93 y 99) .
Las Intendencias Y Comisarías quedaron con representación en la

Cámara, por circunscripciones electorales, así: Caquetá y Amazoans, 2;
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Putumayo, 2; San Andrés y Providencia, 1; Arauca, Vichada; Vaupés y
Guainía, 1., Pero cuando el número de habitantes de cualquiera de tales
circunscripciones alcanzare las bases de población establecidas para la
elección de Representantes, le será aplicable el sistema general de adju-
dicación señalado para los Departamentos.

El período de los congresistas unificóse en cuatro años (arts. 95 y
101), pero el de los diputados y concejales, que está regulado por la ley,
sigue siendo de dos. La elección de miembros de las corporaciones pú-
blicas y de Presidente de la República coincidirá cada cuatro años y de-
berá hacerse en un mismo día "en la fecha que determine la ley" (Art.
114, inc. 29) .

El número de integrantes de las Asambleas Departamentales no po-
drá exceder de treinta ni ser inferior a quince, según lo determine la ley,
atendida la población respectiva. El de los Concejos Municipales, defini-
do en la misma forma, fluctúa entre seis y veinte (arts. 185 y 196) .

Al Gobernador quedó adscrita la iniciativa privativa para dictar o
reformar las ordenanzas que decreten inversiones y participaciones de
fondos departamentales, y cesiones de bienes y rentas; las que .creen ser-
vicios a cargo' del Departamento o los traspasen a él; y las relacionadas
con planeación, estructura de la administración departamental, Creación
de entidades descentralizadas y Presupuesto de rentas y gastos.

Sólo los Concejos Municipales conservaron la iniciativa del gasto, y,
en general, para expedir, derogar o reformar los actos de su competen-
cia, con excepción del Presupuesto y la creación, conforme a la ley, de
establecimientos públicos, sociedades de economía mixta y empresas in-
dustriales y comerciales. Pero se autorizó a la ley para que, a iniciativa
del Gobierno, otorgue exclusivamente al Alcalde la iniciativa de los pro-
yectos de acuerdo sobre determinadas materias (art. 189, inc. 29). En el
Distrito Especial de Bogotá, la iniciativa para los proyectos de acuerdo
sobre planeación, presupuesto y gasto público, sí corresponde al Alcalde
(íbídem, parágrafo).

En 10 atinente a Contralor y Procurador, la reforma mantuvo el de-
recho de la Cámara a la elección del primero y al nombramiento del se-
gundo de terna elaborada por el Presidente; unificó en cuatro años el pe-
ríodo de ambos y exigió calidades especiales para ser Contralor.

Es loable la nueva disposición "anti-micos" (art. 77), destinada a
terminar con aquellos textos que hábilmente solían introducir los parla-
mentarios en los proyectos legislativos contentívos de materia diferente

-282-

I •

y específica, con lo cual se tecnifica la ley y se impide que reciban ayu-
da de la Nación obras no incluídas en los programas de planeación. Nor ,
ma similar, en virtud de Iey, rige hoy respecto de las ordenanzas yacuer-
dos.

Se señalaron reglas sobre quórum y mayorías decisorias, válidas pa-
ra las Corporaciones Públicas, y se retornó -salvo las excepciones cons-
titucionales- a la mitad más uno de los votos de los asistentes, como
mayoría exigida para adoptar decisiones, pues la de los tercios, que re-
gía desde el Plebiscito de 1957, había paralizado en buena parte sus ac-
tividades y contribuído a su desprestigio (art. 83 y concs.).

El sistema del "sueldo anual" para los congresistas, adoptado en
1938-45 con resultados negativos, fue revivido con fines de profesionalí-
zación de la política y cuando justamente se hacía más necesario aumen-
tar los gastos estatales de inversión y disminuír los de funcionamiento.
El nuevo artículo 113 y su inmediato e inelegante desarrollo en la ley
83 de 1968, que destina las dos terceras partes del salario a gastos de re-
presentación, exentos de impuestos, debieran figurar, para resaltar el
contraste, al lado de la supresión de una norma de estricto contenido
ético: "Ningún aumento de dietas ni de viáticos decretado por el Con-
greso se hará efectivo sino después que hayan cesado en sus funciones
los miembros de la legislatura en que hubiere sido votado". (Antiguo ar-
tículo 112, hermosa herencia de los constituyentes del 86) .

Creemos, finalmente, que mientras se conserve la estructura actual,
Asambleas y Concejos no podrán realmente ser "corporaciones adminis-
trativas", como lo pretende la Constitución sino los pequeños parlamen-
tos de siempre, con todos los defectos de éstos y sin sus escasas virtudes;
Por ello debe pensarse seriamente en combatir el ausentismo mediante
sanciones que produzcan la vacante de la curul o la inhabilidad para ser
reelegido; exigir condiciones de idoneidad para el desempeño del cargo,
que implica la responsabilidad de programar el funcionamiento de la ad-
ministración seccional o local; y en la conveniencia de la elección indi-
recta de los diputados, para intentar hacer de las Asambleas juntas de
carácter técnico, etc .

v -TERMINACION DE LA ALTERNACIO~¡ PRESIDENCIAL y DE
LA PARIDAD POLITICA.

La responsabilidad compartida de liberales y conservadores en el
ejercicio de las funciones del Estado, a través de la paridad política y la
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alternación en la Presidencia de la R ' bli '
Plebiscito de 1957 y el Acto L. . 1 t~PU 1.

c
o
a,SIStemas vigentes desde el

egis a lVO N, 1 de 1959
concluirá en 1974 sino que tendrá 1 " d ' en su orden, noe siguiente esenlace gradual:

En 1970, en Asambleas Departamentales y Concejos Mu " 1E 1974 nicipa es
n , en Senado y Cámara, '

Esta última fecha marcará asimi 1 f d
to Legislativo NQ1 de 1959 art 19 IS~O e ~,E' la alternación (el Ac-
te, elegido por mayoría d~ vo~os ' ;oons~:v:r~ l~c~~~, p:,ro el Presiden-

~~ c~a~::::o:a:g:s,l da Plariddad,e~ los ~ini5terios, Go~:~~oa:i~:e;~~:;~i
s e a a minístración no p t ient

administrativa (art 120 ord 10 ' f) el' enecien es a la carrera, , ,', paragra o ,

t AdPartir ~e los años citados, "se aplicará en toda su amplitud el '
ema e cuociente electoral para ase urar 1 ' , SIS-

tidos políticos" (art. 172) . g a representación de los par-

El constituyente quiso ir ú ' 1 'espíritu nacional en la ramaae,n m~s ejos en sus de~eos de conservar "el
como forma de ' di 1 [ecutiva y en la admmistración pública"

~ irnpe Ir e retorno a los exclu t bi '
do, y consignó que desde 1978 deber' ~en e,s ,go ~:rnos de partí-
e~uitativa al partido mayoritario dist:!a:~e der~tIcl~daClOtndadelcuada ,Y
blíca". (art 120 ord 10 p , f) resi en e e a Repu-, , " , aragra o ,

, Respecto de esta última norma, denominada de 1 " bícionales" y os go iernos na-
miento de l;~:;:c~::i::ece la más, ~orrect~ ~ar~ el cabal funciona-
partidos al procurar una uru~o,anrammo~l~lcarla idiosincracia de nuestros

, ecamca entre venced id

::~~~~~~t~~ ~:~~~á~:~::~~:~' d,;~at~ en la
t
COrr;li~i?no;;~m~r:e;:; ;:~

clusión de u ' nones o ana ISISIlegaría a la con-

"arreglado, ~P~o~~:d:~~~~:~d~~: :e u~r::.rem,;ntan, ,Lo, ad~;uado es 10
tiene equidad" D d jeto y equitativo lo que con-
partido si no s~ ll::a~a ~lqGuebr:osería ,add~c~ada la participación de un

o ierno a m ividuos que 1 "
mente lo representaran ni equit ti '11- rea y auténtica-,la rva SI e a se limit 1 'tante de los M' ist ,. 1 ara a menos impor-

mIS erres, por ejemplo".

tiv Consignó ~imismo l~ re~orma que con excepción de las mesas direc-
1, as, :n las cuales las mmorias tendrán participación la elección de fun

CIOnanos por las c ' , bli ' -de 1974 1 d or'p0raclOnes pu icas necesitará, hasta el 19 de julio
transitorio}. os tercios de los votos de los asistentes (art 83, parágrafo
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VI _DEL REdIMEN DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL

1, Departamentos - Los requisitos para constituír un Departamento
eran, en cuanto a población y sobre todo a rentas propias, francamente
obsoletos (doscientos cincuenta mil habitantes y quinientos mil pesos de
renta anual) y coadyuvaban a que las entidades seccionales dependiesen
cada vez más de los auxilios nacionales,

Aun cuando todavía la formación de los Departamentos no obedece
a criterios sociológicos, económicos y geográficos, ni a una política unifi-
cada y equilibrada de desarrollo nacional, el constituyente aumentó las
bases de población y renta a quinientos mil habitantes y cincuenta millo-
nes de pesos anuales, y exigió un incremento también anual del cuatro
y quince por ciento, respectivamente, Pero para erigir en Departamen-
to una Intendencia o Comisaría, bastará la mitad de la población y renta

señaladas,
Los otros requisitos, como el previo concepto favorable del Gobier-

no sobre la conveniencia de crear el Departamento Y la declara-
ción del Consejo de Estado de que el proyecto de ley satisface las pre-
tensiones constitucionales, y junto ti ellos la exigencia de los dos tercios
de los votos de los miembros de ambas Cámaras para cualquier reforma
al art, 5Q -que es el que versa sobre la materia-, constituyen una pro-

tección necesaria al nuevo texto aprobado,

2, Municipios _Los Municipios podrán modificar sus precarias con-
diciones de funcionamiento acudiendo a la asociación, la cual permite,
dentro de una planeación regional adecuada del servicio público, obte-
ner la concentración de los esfuerzos dispersos y la elevación de los ín-
dices de productividad, Empero, el constituyente, consciente de que el
individualismo y la falta de espíritu comunitario son fuentes amargas de
nuestro subdesarrollo, dispuso que la asociación será obligatoria para los
Municipios cuando así lo ordene la Asamblea, a iniciativa del Goberna-
dor y conforme a la ley [art, 198, inc. 39) ,

Asimismo el legislador podrá autorizar la constitución de "áreas me-
tropolitanas" entre dos o más Municipios de un mismo Departamento
que presenten las características propias de tan moderno sistema de in-
tegración de bienes y servicios (art. 198, inc. 2

Q
) ,

Por último, los Concejos han quedado facultados, previa reglamen-
tación legal, para crear Juntas Administradoras locales (art. 196, inc. fi-
nal) , Las mismas están llamadas a ser factor de descentralización y, me-
jor aún, de incorporación del poder social al poder decisorio del Estado,



VII - OTROS ASPECTOS DE LA REFORMA.

1. Aun cuando en la expresión del arto 49: "El territorio, con los bie-
nes públicos que de él forman parte, pertenece únicamente .a la Nación"
(mejor, al Estado), los constitucionalistas solían incluír el espacio aéreo,
el mar territorial y la plataforma submarina, la reforma dijo expresa-
mente:

_"También son parte de Colombia: el espacio aéreo, el mar territo-
rial y la plataforma continental, de conformidad con tratados o conve-
nios internacionales aprobados por el Congreso, o con la ley colombiana
en ausencia de los mismos" (art. 39, inc. 49) .

2. Reservó la expresión "Entidades Territoriales" de la República
para designar a los Departamentos, las Intendencias, las Comisarías y los
Municipios o Distritos Municipales, en que se dividen aquéllos y éstas
(art, 59, inc. 19) .

3. Limitó a diez días la facultad conferida al Gobierno, con fines pre-
cautelativos, de retener, previo el concepto del Consejo de Estado y el
dictamen de los Ministros, las personas contra quienes haya graves indi-
cios de que atentan contra la paz pública. Transcurrido dicho término,
el Gobierno procederá a ordenar su libertad o las pondrá' a disposición
de los Jueces competentes con las pruebas allegadas, para que decidan
conforme a la Iey (art. 28) .

4. Autorizó a la ley para determinar el organismo encargado de lle-
var las cuentas públicas generales de la Nación, por considerarla labor
más propia de la administración, y estimar que la Contraloría General
de la República debe cumplir funciones estrictamente de vigilancia fís-
cal. Entretanto, aquella labor continuará adscrita a la Contraloria .

5. Como consecuencia de la institucionalización de la planeación,
surgió un nuevo tipo de decretos leyes, los del arto 80. En efecto, si la
Comisión Especial Permanente no decide en cinco meses sobre los pla-
nos y programas de desarrollo económico y social y de las obras públi-
cas, el proyecto pasará automáticamente a la Cámara hasta por tres me-
ses de sesiones, vencidos los cuales, sin que hubiere decisión, pasará "ip-
so fado" al conocimiento del Senado con un plazo igual. Si allí tampoco
se decidiere sobre el mismo, el Gobierno podrá poner en vigencia el pro-
yecto mediante decreto con fuerza de ley, sometido, por lo tanto, al con-
trol constitucional de la Corte (art. 214, ord. 29) .

6. Se facultó a la ley para crear los servicios administrativos y téc-
nicos de las Cámaras (art. 76, ord. 23) .
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. 1 G b' desde Teniente1. Los grados militares conferidos por e o ierno, , 1
Coronel hasta el más alto grado del Ejército o la Armada, r~~u~rIan l a
a robación del Senado. Ahora la intervención del Senado se lmü~ ~ os
p fi 1 Gobierno "desde oficiales generales y ofICIales

ascensos que con iera e , d "( t 98 d
de insignia de las fuerzas armadas, hasta el mas alto gra o al'. or.

29) .
8. Se precisaron las atribuciones del Presidente, d;: la R:pública du-

t el estado de sitio en el sentido de que tendra, ademas de las fa-
:~~t:des legales, las q~e la Constitución autoriza para tiempos de gue-
rra o de perturbación del orden público y las que, conforme a las. regl~~
aceptadas por el derecho de gentes, rigen para la guerra entre naciones ,
h ciéndose obligatoria la convocación al Congreso en el decr~to que de-
clare turbado el orden público y en estado de sitio la RepúblIca por ma-

tivo de guerra exterior.

En todo caso, la existencia del estado de sitio no impide el funciona-

miento normal del Congreso.

9. El Designado recibió el encargo de ,oeemplazar .n~cesaria:n.e,nte ~l
Presidente cuando éste, previo permiso del Senado, VIaJe en mlSl.on O~l-

. 1 t r (art 128 inc 29) Trátase de una norma contradíctoria.Cla a o ro palS . , . . ..'
no compatible con los modernos adelantos en las comumcaClOnes m con
la necesaria unidad en el manejo del Estado; y

10. Creó se un Tribunal Disciplinario encargado del conocimiento de
las faltas disciplinarias de los magistrados de la Corte Sup:ema y del
Consejo de Estado, y de dirimir los conflictos de c?mpetencla que. ocu-
rran entre la jurisdicción común y la administrativa. Ot.ras ~unclOnes
podrán serle asignadas por la ley, la que, asimismo, determmara su com-

posición (art. 217) .
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